



PLIEGO DE PRESCRIPCIONES TÉCNICAS DEL CONTRATO DE SERVICIOS DE EJECUCIÓN DE LAS PRESTACIONES CORRESPONDIENTES AL SERVICIO DE JUSTICIA RESTAURATIVA (SJR) 

1.- OBJETO DEL CONTRATO

Es objeto del contrato la ejecución de las prestaciones correspondientes al Servicio de Justicia Restaurativa (en adelante, SJR).

El SJR se encargará de cumplimentar las derivaciones que los órganos judiciales de la jurisdicción penal y civil (exclusivamente para las separaciones y divorcios contenciosos de familias con hijos menores a cargo, hijos mayores de edad dependientes económicamente de sus progenitores o hijos especialmente vulnerables) remiten al servicio para la aplicación de las medidas restaurativas (mediación, círculos y conferencias) que el propio Servicio estime conveniente. 

2.- CARACTERÍSTICAS DEL SJR

1.- El SJR, junto con el Servicio de Apoyo a la Intervención Psicosocial en el ámbito comunitario en las medidas impuestas por los Juzgados y Tribunales tales como trabajos en beneficio de la comunidad, suspensiones de la ejecución de penas privativas de libertad y medidas de seguridad, y el Servicio de Atención a la Víctima (SAV), integran los Servicios de Cooperación con la Justicia, dependientes de la Dirección de Justicia del Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco.

La Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos define la justicia restaurativa como “cualquier proceso que permita a la víctima y al infractor participar activamente, si dan su consentimiento libremente para ello, en la solución de los problemas resultantes de la infracción penal con la ayuda de un tercero imparcial”.

Así, la trasposición de dicha Directiva al derecho interno se produjo a través la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del delito en la que reconoce el derecho de toda víctima a recibir información, entre otras cuestiones, del Servicio de Justicia Restaurativa, estableciendo que “las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que reglamentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito”.

El Servicio de Justicia Restaurativa habrá de tener en consideración lo dispuesto por la reciente Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia que introduce una nueva disposición adicional novena en la Ley de Enjuiciamiento Criminal llamada “Justicia restaurativa”, a la que se hace mención en el Preámbulo refiriéndose a los medios de solución de controversias: “… en el proceso penal, en el que no rige el principio dispositivo, sin perjuicio del derecho de las víctimas a acceder a servicios de justicia restaurativa con la finalidad de obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito cuando se cumplan los requisitos establecidos legalmente …”.


La introducción de esta disposición adicional cumple las exigencias de un proceso penal moderno en la que la víctima es atendida para que pueda dársele satisfacción en todo lo que sea posible al tiempo que se tiene en cuenta al victimario en los posibles beneficios que se le puedan aplicar por el reconocimiento del delito y su posible reparación.

La Justicia Restaurativa aboga por una concepción de la justicia basada en la restauración de las relaciones sociales, la pacificación, la reparación y la responsabilización; una justicia que tiene en cuenta las necesidades de las personas involucradas en el conflicto y que articula espacios de comunicación que fomenten la búsqueda dialogada de las controversias, la reparación del daño sufrido por la víctima, la inserción social positiva de su victimario/a y la pacificación de los conflictos en la comunidad.

En el ámbito penal, el SJR pone a disposición de los órganos judiciales y de la ciudadanía un método complementario a la vía judicial para la gestión de los conflictos que llegan a los juzgados y tribunales. Con las diversas técnicas restaurativas (mediación, círculos u conferencias) la persona responsable de un delito y la persona que ha sido víctima pueden someterse de forma voluntaria al intento de solucionar su conflicto. A la persona infractora le ofrece la oportunidad de responsabilizarse de manera constructiva por el hecho cometido y por el daño causado o perjuicio infligido y a la persona víctima le dota de protagonismo en la transformación y resolución del conflicto.

En el ámbito familiar, la mediación es entendida como restaurativa de las relaciones familiares y sociales, así como responsabilizadora de las decisiones futuras de la familia tras una situación de ruptura de la convivencia o cambio de circunstancias personales y/o económicas de sus integrantes, existiendo hijos menores de edad, hijos mayores de edad dependientes económicamente de sus progenitores, o hijos en situación de especial vulnerabilidad. En concreto, la mediación intrajudicial familiar versa sobre el ejercicio de la corresponsabilidad de la parentalidad; la distribución de los tiempos con los menores; la atribución del uso del domicilio familiar; la cuantificación y distribución de los gastos de los hijos arriba señalados; y la compensación económica entre los miembros de la pareja.

La justicia restaurativa se sujetará a los principios de voluntariedad, gratuidad, oficialidad y confidencialidad. Antes de prestar su consentimiento, las partes serán informadas de sus derechos, naturaleza del procedimiento restaurativo y de las posibles consecuencias de someterse al mismo, pudiendo revocar dicho consentimiento sin que la misma tenga consecuencia alguna en el proceso penal.

En caso de existir procedimiento restaurativo y una vez concluido éste, los servicios emitirán un informe sobre el resultado positivo o negativo de la actividad realizada, acompañando, en caso positivo, el acta de reparación con los acuerdos a los que las partes hayan llegado, que estará firmado por las partes personalmente y por sus letrados, si los hubiera.

De no consentir las partes en someterse a un procedimiento restaurativo, los servicios restaurativos pondrán inmediatamente esta circunstancia en conocimiento del órgano judicial, que continuará la tramitación del procedimiento penal.

3.-FUNCIONES 

Las funciones encomendadas al SRJ se detallan en los protocolos de funcionamiento del servicio que al efecto se han adoptado por el Departamento Justicia y Derechos Humanos del Gobierno Vasco, con el visto bueno de los máximos responsables de la Judicatura en nuestra Comunidad – Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco-, del Ministerio Fiscal –Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma de Euskadi – y del Secretario Judicial – Secretaría de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. 

En la actualidad, están en vigor los siguientes protocolos de funcionamiento:

· Protocolo de coordinación interinstitucional para el Servicio de Justicia Restaurativa de Euskadi (Jurisdicción penal) de 2019.
· Protocolo de funcionamiento para el Servicio de Justicia Restaurativa (Jurisdicción de familia) de 2019.

En todo caso, son funciones del SJR los siguientes:

· Tras la resolución del órgano judicial de derivar el asunto a un procedimiento restaurativo, el SJR contactará telefónicamente con las personas participantes, a fin de tener una primera entrevista informativa donde les informará del contenido y naturaleza del proceso restaurativo y los posibles efectos e incidencias en el procedimiento judicial.

· Recabar el consentimiento informado para participar en el procedimiento restaurativo.

· Ofertar un espacio confidencial a cada participante para ser entrevistado individualmente y conocer así su percepción e intereses.

· Valorar si confluyen las condiciones para el desarrollo de un proceso restaurativo y, en su caso, identificar junto a las personas participantes, la herramienta más propicia.

· Ofrecer la información a las personas participantes sobre las posibilidades de acceso a otros servicios públicos que pudieran resultar de interés y propiciar una intervención coordinada con los mismos.

· Gestionar e impulsar el desarrollo del proceso restaurativo y facilitar la comunicación y el diálogo entre las personas participantes.

· Remitir al Juzgado, al Ministerio Fiscal y a las direcciones letradas a los efectos legales oportunos la nota de cierre resultante de la intervención desarrollada desde el servicio, bien sea de no inicio, no acuerdo o de acuerdo.

4.- CONDICIONES OPERATIVAS

4.1.-Ubicación, condiciones operativas, medios humanos y equipamiento técnico.

El contratista ejecutará la prestación objeto del contrato en las dependencias principales y permanentes puestas a su disposición por el Departamento de Justicia y Derechos Humanos en Bilbao, Donostia, Vitoria-Gasteiz y Barakaldo, así como en dependencias judiciales de todos los partidos judiciales del País Vasco, habilitadas al efecto.

Por un lado, teniendo en cuenta el objeto mismo de la prestación, la puesta a disposición de las dependencias por parte de la Dirección de Justicia responde a la necesidad de cercanía y proximidad física a los Palacios de Justicia para, así, dar respuesta inmediata a las necesidades que los distintos miembros del poder judicial pudieran recabar del servicio, estableciendo un flujo fluido de relación. Por otro lado, al tratarse de un servicio que tiene por objeto distintas técnicas restaurativas que se producen precisamente en el procedimiento intrajudicial, resulta necesario que el servicio se preste en las propias instalaciones judiciales, y si ello no es posible, en los entornos judiciales. 

El objeto del contrato comprenderá la prestación integral del Servicio de Justicia Restaurativa, incluyendo la dirección, organización e iniciativa para la adopción de las medidas necesarias que garanticen el cumplimiento del contrato.

El contratista ejercerá de modo real, efectivo y continuado el poder de dirección inherente a la misma en relación con el personal adscrito al contrato, asumiendo en exclusiva todo lo relacionado con la negociación y pago de retribuciones salariales, afiliaciones y cotizaciones a la Seguridad Social y pago de prestaciones, permisos, licencias, vacaciones, sustituciones, prevención de riesgos laborales, régimen disciplinario, relaciones sindicales, y todos los demás derechos y obligaciones que se deriven de los contratos de trabajo.

Para la prestación del servicio se requerirá de un equipo humano compuesto, al menos, por un total de 16 personas, de las cuales trece (13) deberán ser facilitadores y tres (3) se dedicarán a la gestión administrativa, que se distribuirán en los tres Territorios Históricos del siguiente modo: 

1.- Territorio Histórico de Álava:

- Un (1) persona encargada de la gestión administrativa.
· Dos (2) facilitadoras.

2.- Territorio Histórico de Bizkaia: 

· Un (1) persona encargada de la gestión administrativa.
· Siete (7) facilitadoras. 

3.- Territorio de Gipuzkoa: 

· Un (1) persona encargada de la gestión administrativa.
· Cuatro (4) facilitadoras. 

Los facilitadores se encargarán, entre otras cuestiones, de:

a) Tener en su poder copia de los documentos del proceso que el juzgado estime necesarios para el desempeño de la función restaurativa. 
b) Contactar con las personas participantes, a fin de mantener una primera entrevista informativa donde se les informará del contenido y naturaleza del proceso restaurativo y posibles efectos e incidencias en el procedimiento judicial. Para ello el facilitador contactará con las participantes cuantas veces estime necesario. 
c) Una vez recabado el consentimiento informado para participar en el proceso restaurativo, mantener las entrevistas que estime oportunas con las personas participantes.
d) Guardar la confidencialidad de los asuntos, con sometimiento a la legislación de Protección de Datos y respeto al derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. Las copias y los datos personales facilitados por el Juzgado serán destruidos por el SJR cuando dejen de ser necesarios o pertinentes para la finalidad para la cual fueron recabados o registrados.
e) Actuar bajo los principios de: imparcialidad y objetividad.
f) Valorar si confluyen las condiciones para el desarrollo para un proceso restaurativa y, en su caso, identificar junto a las personas participantes la herramienta más propicia.
g) Ofrecer información a las partes sobre las posibilidades de acceso a otros Servicios de Cooperación con la Justicia. Identificar y coordinarse con otros profesionales y agentes, así como con otros recursos comunitarios para articular aquellas herramientas y valores que pudieran contribuir en el proceso restaurativo.
h) Comenzar el proceso siempre y cuando se cerciore de que las partes han decidido participar en el proceso restaurativo voluntariamente.
i) Gestionar e impulsar el desarrollo del proceso restaurativo y facilitar la comunicación y el diálogo entre las personas participantes.
j) Promover un acuerdo voluntario, equitativo e informado entre las partes.
k) Velar por que las partes tomen sus propias decisiones y dispongan de la información y asesoramiento suficientes, en especial de tipo jurídico, para lograr los acuerdos de manera libre, voluntaria y exenta de coacciones.
l) Finalizar el proceso restaurativo dentro de los plazos previstos.
m) Una vez haya finalizado el proceso restaurativo, presentar al Juzgado, al Ministerio Fiscal y a las direcciones letradas a los efectos legales oportunos, una nota de cierre resultante de la intervención desarrollada desde el servicio, bien sea de no inicio, no acuerdo o de acuerdo junto con la respectiva acta de reparación.
n) Comparecer en caso de citación judicial para ratificación de la nota informativa.

Para la realización de las funciones propias de facilitador se requerirá ser licenciado o estar graduado en Derecho, Psicología, Pedagogía, Psicopedagogía, Criminología o diplomatura en Trabajo Social o Educación Social, aquella titulación que se equipare a ellas por el contenido de su formación, o cualquier titulación de educación superior suficiente e idónea para el desempeño de la función de facilitador. 

Además, será imprescindible demostrar una preparación específica teórico-práctica suficiente en mediación homologado por centros docentes universitarios o colegios profesionales o por entidades que actúen por delegación de unos y otros, de, al menos, 200 horas acumulables. Todo lo cual deberá ser verificado en todo momento por la Dirección de Justicia. 

Para poder actuar como persona mediadora en el ámbito de la jurisdicción civil familiar las personas mediadoras deberán estar inscritas en el Registro de Personas Mediadoras del País Vasco. Al menos deberán estar inscrito en dicho registro un facilitador de cada Territorio Histórico. 

Igualmente, al menos, deberán estar en posesión del nivel C1 de euskara: 1 facilitador/a de Araba; 3 facilitadores/as de Bizkaia; 2 facilitadores/as de Gipuzkoa.

Por lo que a los profesionales responsables de la gestión administrativa se refiere, estos se encargarán, entre otras cuestiones, de: 

a) Registrar las derivaciones recibidas en el servicio.
b) Ordenar, clasificar y repartir la documentación que llegue al servicio.
c) Atender el teléfono y gestionar la sala de espera.
d) Canalizar los informes realizados. 
e) Gestionar los envíos por correo.
f) Realizar el mantenimiento de los archivos y la destrucción de expedientes.

Para la realización de las funciones de administrativo se requerirá títulos de técnico superior en Administración y Finanzas o Técnicos Superior en Asistencia a la Dirección o equivalentes, otras titulaciones de educación superior que se estimen suficientes e idóneas para el desempeño de la función de administrativo o título de bachiller. 

En caso de incorporación de nuevo personal o variación de plantilla por bajas o por cualquier otra cuestión, la entidad realizará las sustituciones necesarias, con personas de igual cualificación a la sustituida para que siempre se disponga del mismo número de profesionales en el servicio, previa comunicación por escrito a la Dirección de Justicia, al objeto de que ésta confirme que se cumplen los requisitos exigidos. Durante las vacaciones del personal, la entidad garantizará que el servicio sea debidamente atendido.

En cuanto a los medios materiales se refiere, el contratista deberá aportar los siguientes medios:  

	M E D I O S    M A T E R I A L E S

	REQUISITOS MÍNIMOS EXIGIDOS

	NÚMERO DE UNIDADES
	

	16
	PC portátil estándar de 14”
Procesador: DE 4 NÚCLEOS MÍNIMO
· Memoria: 16GB DDR4
· Disco: 256GB SSD
Pantalla: TFT 14”:9

	16
	Pantalla carga de 24” 
Tamaño: 24”

	16
	Licencias Windows O365.

	6
	Terminales de telefonía móvil smartphone



Asimismo, la adjudicataria deberá aportar las infraestructuras informáticas y medios técnicos necesarios para la prestación del servicio, garantizando la integración con las herramientas y flujos de trabajo de la Dirección de Justicia desde las ubicaciones donde preste el servicio.

No obstante, por cuestiones técnicas las impresoras multifunción serán facilitadas por la Dirección de Justicia. Asimismo, la adjudicataria deberá aportar 6 terminales de telefonía móvil con acceso a internet para ser utilizados en los partidos judiciales distintos a las sedes permanente en las que se presta el servicio.

Del mismo modo, se hará cargo de los costes asociados a los desplazamientos para la prestación de los servicios (transporte, dietas, etc.).

El equipamiento técnico (ordenadores portátiles, terminales móviles…) y licencias de software correrán a cargo de la adjudicataria y deberán ser compatibles con el objeto del servicio en cuanto a hardware, software, etc.

La empresa adjudicataria dispondrá de los elementos técnicos necesarios para la comunicación y resolución de incidencias informáticas. 

El material de oficina preciso para la realización de la prestación objeto del contrato será por cuenta del contratista.


Una vez finalizado el contrato, la adjudicataria deberá poner a disposición del Departamento de Justicia y Derechos Humanos, en el mismo estado en que fueron recibidas, tanto las dependencias e instalaciones judiciales facilitadas, como el mobiliario. 

La utilización de los espacios por la adjudicataria tendrá un mero carácter instrumental para la ejecución de este contrato y su utilización queda circunscrita a su vigencia, sin que pueda suponer derecho alguno sobre las mismas ni utilizarlas para otro fin distinto del previsto en este contrato, y se comprometerá a mantener y cuidar las instalaciones y equipamientos en condiciones idénticas a las que presenta en el momento de su puesta a disposición.

En los partidos judiciales en los que el servicio se preste en dependencias judiciales, al objeto de no ser confundido con el personal propio de los Juzgados, el personal adscrito al servicio deberá identificarse como personal ajeno a la Administración y diferenciarse del personal de la Administración de Justicia mediante la utilización de una tarjeta de identificativa que deberá llevarse en un lugar visible y utilizada durante toda la jornada laboral en la se detalle: 

· La denominación del servicio.
· Nombre y apellidos de la persona adscrita al servicio.
· Indicación de que se trata de un servicio gestionado por la adjudicataria.

La Dirección de Justicia será responsable de instalar la señalética del servicio en la que se hará constar que el mismo es gestionado por la adjudicataria.

En todas comunicaciones escritas (cartas, e-mail…), la adjudicataria deberá hacer constar que se trata de un servicio del Gobierno Vasco gestionado por aquella. Igualmente, la comunicación, tanto oral como escrita, entre la adjudicataria y los usuarios y usuarias del servicio de justicia restaurativa será aquella que elija el usuario o usuaria, en cada caso. Cuando no conste expresamente opción alguna, las notificaciones y comunicaciones de todo tipo que la adjudicataria dirija se realizarán en las dos lenguas oficiales, sin perjuicio de que en cualquier momento el/la ciudadano/a pueda ejercer su derecho a la opción de lengua y pueda demandar el uso de una sola de las lenguas oficiales.

Las direcciones de correo electrónico del personal adscrito al servicio, adoptará forma genérica estableciendo en primer lugar las iniciales del servicio, a continuación, indicarán la función de la persona adscrita al servicio, esto es, coordinador / facilitador / administrativo, posteriormente se especificará el territorio histórico donde tenga su sede principal y, por último, tomará la extensión con la denominación de la adjudicataria. En el caso de los facilitadores se enumerarán correlativamente del 1 al número máximo adscrito en cada territorio. 

En el plazo de 15 días desde la formalización del contrato, la adjudicataria facilitará a la Dirección de Justicia un listado en el que figure la relación de todas las direcciones de correos electrónicos y la identidad de la persona a quién corresponden. 

4.2.- Horario del servicio. 

El contratista deberá garantizar el siguiente horario de atención al público en las sedes principales:

.-De lunes a viernes de 9:00 h. a 14:00 h. 

.-Martes y miércoles: de 16:00 h. a 18:30 h.

 .-Julio y agosto de 9:00 h. a 14:30 h.

3.3.- Reuniones de coordinación.

Además de las reuniones ordinarias con el Servicio de Justicia de Adultos, los representantes del contratista y de la Dirección de Justicia mantendrán reuniones semestrales de coordinación, dirección y evaluación.

5.- COORDINADOR DE SERVICIO 

La empresa contratista deberá designar una persona como coordinadora técnica o responsable, perteneciente a su plantilla, que será la interlocutora con quien se relacionará el Servicio de Justicia de adultos de la Dirección de Justicia y a quien corresponderá la dirección de los trabajos, así como impartir directamente las órdenes e instrucciones laborales al resto de las personas adscritas a la ejecución del contrato, la homogeneidad de los criterios del Servicio y de los datos e informes que se produzcan.


6.- DATOS E INFORMES

· El contratista deberá alimentar la base de datos que la Dirección de Justicia pondrá a su disposición. Asimismo, deberá proporcionar a la Dirección de Justicia los datos que le sean requeridos sobre las actividades realizadas en el servicio.

· El contratista deberá facilitar a la Dirección de Justicia los datos necesarios para las memorias requeridas anualmente por el Consejo General del Poder Judicial.

· En el plazo de un mes a partir de la firma del contrato, el contratista deberá remitir a la Dirección de Justicia la distribución por partidos judiciales del personal adscrito al servicio indicando el contacto y horarios. 

· Antes del 15 de enero del año siguiente, el contratista deberá presentar una memoria con la relación completa de datos estadísticos del ejercicio extraídos de la base de datos de gestión proporcionada por la Dirección de Justicia y la valoración de la actividad, haciendo constar que, en su caso, las dificultades encontradas y la valoración de los datos, proponiendo las soluciones y modificaciones que se consideren adecuadas. 

· El contratista deberá colaborar con la Dirección de Justicia en la elaboración de la memoria anual del SJR. Presentará un informe de valoración sobre la actividad anual del servicio y las propuestas de modificaciones y mejoras. 

7.- OTRAS OBLIGACIONES

- El contratista comunicará a la Dirección de Justicia cualquier iniciativa que pretenda realizar relativa al Servicio de Justicia Restaurativa (participación en foros y conferencias, relaciones con medios de comunicación, impartición de cursos de formación, etc.) para que, en su caso, se autorice y se consensuen los términos de la misma.



En todo caso se hará constar expresamente que dicha intervención se realiza en calidad de personal adscrito por la empresa contratista a la ejecución de la prestación y que la titularidad y responsabilidad del servicio contratado corresponde al Departamento de Justicia y Derechos Humanos.

- Comunicar a la Dirección de Justicia cualquier iniciativa que pretenda realizar relativa al Servicio de Justicia Restaurativa (participación en foros y conferencias, relaciones con los medios de comunicación, impartición de cursos de formación, etc). El Departamento de Justicia y Derechos Humanos podrá consensuar los términos para considerar que dicha intervención pueda realizarse. En caso de no estimarse de interés para el Departamento, el servicio o la persona del mismo, podrá intervenir en nombre exclusivamente de la entidad, en cuyo caso se le hará saber de este modo. En caso de no expresar objeción a la intervención será suficiente la comunicación previa.

En todos aquellos supuestos en los que la entidad o la persona de la misma, actúe en actividades que participe el Servicio deberá hacer “constar expresamente que su intervención es en representación del servicio público de Justicia restaurativa del Gobierno Vasco gestionado por la entidad de que se trate.

- Deberá colaborar con las prácticas organizadas por la Dirección de Justicia que, en todo caso, tendrá en cuenta la carga de trabajo del servicio y la necesidad de supervisión de las mismas.

- El contratista colaborará con el Departamento de Justicia y Derechos Humanos del Gobierno vasco en las actividades de divulgación del SJR, con el objeto de sensibilizar a la sociedad y a los operadores jurídicos en la necesidad y eficacia de los principios de la justicia restaurativa. En todo momento, el personal del contratista que participe en dichas actividades deberá identificarse como miembro de la adjudicaría. 
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